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 DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA/ ACCIONES DE TUTELA ACUMULADAS/ FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA/ PRECEDENTE DE LA CORTE CONSTITUCIONAL/ IMPROCEDENTE

En esta oportunidad debe decirse desde ahora que la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al presentar la demanda de tutela. Obsérvese que si bien la Dra. ANA MARÍA RESTREPO VILLEGAS manifiesta que ejercita la acción constitucional en calidad de apoderada de ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE, no arrimó a ninguna de las acciones que se acumularon, el poder especial para interponer en nombre de los mismos la respectiva tutela.

(…)

Mírese que el referido documento que obra en cada una de las cinco tutelas, es dirigido a FONVIVIENDA y al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, cuyo objeto es el de adelantar: “todas las actuaciones judiciales requeridas para renovar la vigencia del subsidio familiar de vivienda otorgado mediante Resolución 563 de agosto de 2009[…]”, señalándose además que la referida profesional del derecho cuenta con facultades para: “presentar demandas, interponer recursos, formular incidentes, sustituir o reasumir este poder, conciliar, desistir, recibir, renunciar, transigir, y en general, todas las facultades necesarias para cumplir adecuadamente este mandato”.

(…)

En esas condiciones, no estaba facultada la abogada ANA MARÍA RESTREPO VILLEGAS para proponer la acción a nombre de los acá accionantes, en tanto el poder arrimado lo fue para adelantar gestiones distintas a la tutela, ante FONVIVIENDA y el Ministerio de Vivienda, por lo cual no le queda alternativa diferente a la Corporación que revocar el fallo adoptado para declarar improcedente el amparo, por falta de legitimación en la causa por activa.

Y aunque pudiera pensarse que la Corporación debería emitir una decisión distinta, como podría ser la de decretar la nulidad de lo actuado para que se subsanara tal falencia, ello en el presente asunto no es factible, por cuanto el yerro se originó desde el instante mismo en que se interpuso la tutela, sin que por parte de la profesional del derecho, ni la operadora jurídica de primer nivel se haya verificado en el trámite constitucional el cumplimiento de tal exigencia legal; no obstante, estima igualmente la Colegiatura, que ante la situación presentada le queda la posibilidad a los accionantes ya sea a motu proprio o por intermedio de un profesional del derecho con poder especial para tal efecto, de interponer de nuevo acción constitucional.

                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                    PEREIRA-RISARALDA 
                                        RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 770
                                                            Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del Fondo Nacional de Vivienda -en adelante FONVIVIENDA- contra el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), con  ocasión de la acción de tutela interpuesta mediante apoderada por la señora  ANA LUCÍA OSPINA ARANGO. A dicha acción le fueron acumuladas iguales tutelas presentadas por MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean por parte de la apoderada de los accionantes ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE, se puede sintetizar así: (i) en el año 2009 participaron en un proceso para que les fueran otorgados subsidios de vivienda en la urbanización “Papelucho” de la Celia (Rda.); (ii) por Resolución 563 de agosto 11 de 2009, con recursos de la Bolsa de Esfuerzo Territorial, fueron otorgados 63 subsidios por valor de $589.074.950,oo con pago contra escritura; (iii) FONVIVIENDA y FONADE suscribieron contrato 213012 para la supervisión en la ejecución de dichos subsidios, siendo FONADE responsable de elaborar las actas de la respectiva supervisión, con las que el Ministerio de Vivienda se enteraba del estado del proyecto, y una vez terminadas las viviendas debió ser recibidas a satisfacción como requisito para dicho desembolso; (iv) la obra fue suspendida por problemas con la ubicación del lote y efectuados los ajustes pertinentes, el FONADE certificó el reinició de la misma en marzo 28 de 2012; (v) en junio 22 de 2013 en informe del FONADE se indica que hay 32 viviendas construidas y que se deben variar las matrículas inmobiliarias por el cambio de ubicación y anular las anteriores, por lo cual se solicitó al IGAC lo pertinente, sin haber respondido; (vi) nuevamente en informe de supervisión del FONADE de marzo 06 de 2014, se reitera que se deben obtener las nuevas matrículas para no tener inconvenientes a la hora de legalizar los subsidios, trámites que dependían del IGAC; (vii) ante el vencimiento inminente de los subsidios el Ministerio de Vivienda expidió varias Resoluciones que prorrogaban su vigencia -563 de agosto 11 de 2009, 0426 de junio 29 de 2012, 0058 de enero 31 de 2013-; (viii) a pesar de los reportes del FONADE que registran la imposibilidad de generar las nuevas matrículas, como prerrequisito para la escrituración e instalación de contadores, el Ministerio de Vivienda se abstuvo de renovar la vigencia del subsidio a los accionantes, a sabiendas que la tardanza en el proceso de escrituración era ajeno a su voluntad, a la del constructor y del municipio de la Celia, de lo cual tenía conocimiento dicha Cartera, por los informes del FONADE; (ix) en julio 07 de 2015 nuevamente se radicó ante el IGAC solicitud para que emitiera números de identificación catastral de 63 matrículas, lo que se hace necesario para que las empresas de servicios públicos realicen las instalaciones pertinentes, petición que solo fue atendida por el IGAC en diciembre 03 de 2015 y se logra generar las nuevas matrículas; (x) el Ministerio de Vivienda expresa que como los subsidios no fueron renovados en el año 2014, ya se vencieron y fueron devueltos al tesoro nacional, por lo que no pueden ser pagados y no existe manera de hacerlos efectivos, distinto a iniciar un proceso desde cero, lo que tampoco se puede hacer por los compromisos contractuales del municipio con ese proyecto; (xi) la devolución de los subsidios obedece a causas ajenas a la responsabilidad del contratante, contratista y/o de los beneficiarios y por el contrario las mismas recaen en entidades del orden nacional como el IGAC, FONADE, MINVIVIENDA y FONVIVIENDA.

Pide se protejan los derechos de los accionantes a una vivienda digna y en consecuencia se ordene lo siguiente: (i) que se adelanten las gestiones para renovar la vigencia del subsidio familiar de vivienda otorgado  mediante resolución 563 de 2009 a favor de ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE y sus respectivos núcleos familiares, y que dicha vigencia se conceda por el término de un año o hasta el momento en que les sean entregas sus casas propias; (ii) que el FONADE realice la visita necesaria para el acta de recibo a satisfacción de la unidad de vivienda; (iii) que cumplidos dichos requisitos, en un término no mayor de 28 horas, se haga efectivo el desembolso  de los subsidios otorgados; (iv)  que el valor del subsidio sea de $23.437.260, que es el actual para las viviendas VIP, pues por causas atribuibles al Estado Colombiano debe reconocer a valores del año 2018, y (v) se ordene la escrituración a nombre de sus apoderados una vez desembolsado el subsidio.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la acción constitucional, se ordenó correr traslado de la misma al Ministerio de Vivienda, y se vinculó al Municipio de la Celia (Rda.), FONVIVIENDA, FONADE, el IGAC, así como a los integrantes de cada uno de los núcleos familiares de los tutelantes, en calidad de coaccionantes. Al respecto, las entidades accionadas se pronunciaron de la siguiente manera:

- La apoderada de FONVIVIENDA, expresa lo siguiente: (i)  el subsidio otorgado al hogar mediante resolución 563 de 2009 estuvo vigente hasta septiembre de 2014, sin haber sido legalizado, por lo cual dichos recursos se devolvieron al tesoro nacional; (ii) dicho Fondo asigna subsidios familiares de vivienda y es a elección de los beneficiarios donde aplicarlos, y en este caso los accionantes se postularon para el proyecto “urbanización papelucho” del municipio de La Celia, con intervención de la Alcaldía Municipal, por lo cual es con la constructora que se deben entender para la entrega material de la vivienda, en tanto esa entidad solo tiene que ver con la asignación de viviendas pero no con los proyectos; (iii) FONVIVIENDA al no ejecutarse el proyecto en el año 2014 venció los 63 subsidios familiares, por no haberse radicado los documentos para movilizar dichos recursos, ni siquiera de las 32 viviendas asignadas por la administración de forma premeditada a las familias con mayor vulnerabilidad, y por ende regresaron al Tesoro Nacional; (iv) al no hacer efectivo el subsidio, este perdió vigencia, no puede revivirse y en consecuencia no existe ninguna posibilidad administrativa ni presupuestal para que los tutelantes tengan acceso al subsidio, ya que los dineros no se encuentran a disposición de la entidad; (v) el subsidio estuvo vigente por cinco años, sin que el oferente haya iniciado su legalización, por lo cual se opone a las pretensiones de los accionantes al no vulnerarse derecho alguno y pide se niegue el amparo por ser improcedente.

- La apoderada del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio señala: (i)  verificado el sistema de consultas, se observa que las señoras ANA LUCÍA OSPINA ARANGO y MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO no se encuentra en estado de postulación, y en cuanto a los señores JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO RAMÍREZ y CLAUDIA PATRICIA URIBE HERNÁNDEZ, los subsidios otorgados estuvieron vigentes hasta septiembre 30 de 2014, por lo cual el dinero se reintegró al Tesoro Nacional, sin que los accionantes interpusieran recurso de reposición ante FONVIVIENDA, lo cual debieron realizar en término y no cuatro años después por medio de tutela; (ii) los actores no efectuaron los trámites necesarios establecidos en el Decreto 1077 de 2015 y no pueden acceder a un procedimiento expedito como la tutela para obtener un subsidio de vivienda y por ende deviene improcedente, y (iii) se opone a la acción constitucional, en tanto el Ministerio no tiene injerencia en los hechos que la motivaron, y por ende se configura la falta de legitimación en la causa por pasiva, en tanto la función de coordinar, asignar y/o rechazar las solicitudes relacionadas con subsidios de vivienda están a cargo de FONVIVIENDA.

- El Alcalde Municipal de La Celia (Rda.), comunica que es cierto lo referido por la señora ANA LUCÍA OSPINA GIRALDO, e igualmente que el señor MAURICIO COPETE interpuso tutela por idénticos hechos ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en septiembre 06 de 2016, los cuales le fueron amparados y el Consejo de Estado confirmó tal determinación donde le ordenó a FONVIVIENDA y el Ministerio de Vivienda que “realice todos los trámites necesarios para renovar la vigencia del subsidio  familiar de vivienda otorgado mediante resolución Número 563 de agosto de 2009 al grupo familiar del señor MAURICIO DE JESÚS COPETE”, y por consiguiente coadyuva la tutela presentada al considerar que las mismas razones de hecho y de derecho fueron las que se resolvieron a favor del antes aludido y por ende se pueden aplicar a la accionante.
- La apoderada del FONADE, informa que existe falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que la tutela no atribuye a dicha entidad ninguna acción u omisión que derive en la vulneración de derechos fundamentales, máxime que en el marco de los convenios administrativos suscritos con FONVIVIENDA, el FONADE no tiene facultad para asignar o negar subsidios de vivienda, como tampoco prorrogarlos u ordenar desembolso.  No obstante señala que los subsidios de vivienda, se encuentra vencidos desde septiembre 30 de 2014.  Pide su desvinculación de esta acción constitucional.
3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en agosto 03 de 2018, en la que luego del análisis pertinente amparó los derechos fundamentales a la vivida digna, igualdad y confianza legítima de ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE, así como sus respectivos grupos familiares y en consecuencia le ordenó al Ministerio de Vivienda y a  FONVIVIENDA que dentro de las 48 horas, contadas a partir de la notificación de dicha providencia, adelanten todos los trámites necesarios para otorgarles nuevamente el subsidio familiar que les había sido concedido por resolución 563 de agosto de 2009, siempre y cuando cuenten con los requisitos de ley, e igualmente, que dicha vigencia se conceda por el término de un año o hasta el momento en que les sean entregadas sus casas propias y se legalicen los subsidios.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada de FONVIVIENDA interpuso recurso de alzada que sustenta en los siguientes términos:
- Luego de hacer alusión a las funciones de dicho fondo, señala que no está de acuerdo con el fallo, en tanto por regla general la tutela procede si no existe un mecanismo judicial idóneo y eficaz, salvo que sea para prevenir un perjuicio irremediable, y en este asunto no se observa ni se demuestra el mismo, al no estar frente a población en situación de desplazamiento, ni se prueba que sus vidas corran peligro o que el mínimo vital se encuentre afectado o que estén en condición de discapacidad o debilidad manifiesta.
- Los hogares tuvieron la oportunidad de incoar los recursos de ley o acciones contenciosas administrativas, las cuales son consideradas como medios judiciales idóneos y efectivos para la protección de los derechos, al contar con medidas como la suspensión provisional de los actos desde el inicio del proceso, o la toma de medidas cautelares.

- No existe inmediatez, como presupuesto de viabilidad de la tutela, pues desde el 2009 fue asignado el subsidio de vivienda familiar y obtuvo prórroga hasta septiembre de 2014, máxime que no se está frente a un sujeto de especial protección y no se acreditó un perjuicio irremediable, por lo cual pide se revoque el fallo proferido, al no haberse vulnerado derecho alguno.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto amparó los derechos reclamados por los accionantes. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. No obstante, con antelación a ello deberá determinarse si se cumplieron las exigencias legales para la procedencia de la acción constitucional, más concretamente lo relacionado con la legitimación en la causa por activa.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela constituye el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales que resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

En esta oportunidad debe decirse desde ahora que la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al presentar la demanda de tutela. Obsérvese que si bien la Dra. ANA MARÍA RESTREPO VILLEGAS manifiesta que ejercita la acción constitucional en calidad de apoderada de ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE, no arrimó a ninguna de las acciones que se acumularon, el poder especial para interponer en nombre de los mismos la respectiva tutela.
Como quiera que lo que está en entredicho son derechos fundamentales de las personas, su defensa compete directamente a los afectados, a no ser que se demuestre que están en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal cual lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero esa circunstancia debe ser expresamente manifestada al ejercer la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados. Sobre el particular, es oportuno contextualizar tal situación, para lo cual acudimos al siguiente extracto jurisprudencial:

“[…] 2.2. Ahora bien, en eventos en los que no se acude por medio de apoderado judicial, es decir, que no está de por medio un mandato, como es el caso de la agencia oficiosa o de la representación legal, no se requiere ser profesional del Derecho, sino especificar la calidad en que se actúa en el escrito correspondiente.

El Artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa, pero que “cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud”. Según la norma, es preciso que concurran dos elementos para que se configure la agencia oficiosa: (1) que el directamente afectado no esté en condiciones de promover su propia defensa y (2) que tal situación se manifieste claramente en el escrito.

Si bien es cierto la informalidad es característica esencial del trámite constitucional, tanto que no se exigen mayores formalidades para su presentación, al punto que puede hacerse verbalmente, no lo es menos que cuando quien interpone la acción no es el titular de los derechos, se deben observar unas reglas precisas. Dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el juez constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De forma excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual es requisito sine qua non contar con un poder específico o general otorgado por su titular, con el fin de concurrir en sede de tutela y con claro señalamiento de los derechos que se consideran quebrantados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, tanto por las Cortes como por esta misma Sala de Decisión. Al respecto en la sentencia T-083 de 2016, se dijo:
“4. La Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela es una herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende el amparo de los derechos fundamentales de una persona que se ven vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o particular. No obstante, estas características no relevan al accionante de cumplir ciertos requisitos mínimos, entre ellos, demostrar la legitimación en la causa por activa en el asunto respectivo
.
 
5. El artículo 86 de la Carta Política
 establece que cualquier persona, por sí misma o a través de otra que actúa en su nombre, puede promover la acción de tutela. En desarrollo de ese precepto superior, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991
 dispone que la persona que vea vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales puede ejercer la acción de tutela, para que ella o su representante conjure esa situación. Además, prevé que un tercero agencie los derechos del afectado y solicite su protección, cuando el titular de aquellos se encuentra imposibilitado de solicitar su salvaguarda
.
 
6. La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.
 
7. Respecto a las calidades del tercero fijadas en la última regla, en esa misma providencia de unificación, esta Corporación especificó: a) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra, el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo
; b) como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Art. 10 del Decreto 2591 de 1991); y c) el Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso
”. -negrillas de la Sala-
En este preciso caso, se aprecia en primer lugar que los titulares directos de los derechos son personas mayores de edad y por tanto en pleno uso de sus capacidades mentales y legales; y, en segundo término, si bien la abogada ANA MARÍA RESTREPO VILLEGAS adujo obrar en nombre y representación de todos los afectados, así como de sus respectivos grupos familiares, allegó un poder que no cumple con las exigencias para ser tenido como tal en esta clase de asuntos.

Mírese que el referido documento que obra en cada una de las cinco tutelas, es dirigido a FONVIVIENDA y al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, cuyo objeto es el de adelantar: “todas las actuaciones judiciales requeridas para renovar la vigencia del subsidio familiar de vivienda otorgado mediante Resolución 563 de agosto de 2009[…]”, señalándose además que la referida profesional del derecho cuenta con facultades para: “presentar demandas, interponer recursos, formular incidentes, sustituir o reasumir este poder, conciliar, desistir, recibir, renunciar, transigir, y en general, todas las facultades necesarias para cumplir adecuadamente este mandato”.

Como se aprecia, dicho poder autorizaba a la letrada para tramitar diferentes gestiones ante FONVIVIENDA y el Ministerio de Vivienda, pero en momento alguno se indicó que se le otorgaba poder para representar a ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE en una acción constitucional de tutela, frente a lo cual allí nada se indicó, así fuera de manera tangencial.
Mucho menos aparece acreditación alguna que la apoderada haya interpuesto la tutela como agente oficiosa de los ya aludidos o su grupo familiar, en tanto de una tal figura nada dijo, y, por el contrario, lo que se observa  es que lo hizo como profesional del derecho con fundamento en un poder que no cumplía las exigencias para interponer una acción de tutela, en tanto este, como así lo tiene sentado la jurisprudencia, debe ser especial o en su defecto uno general, pero en este caso en concreto no se presentó ninguno de ellos.

Y es que la Corte Constitucional ha mantenido una línea de pensamiento desde antaño
 , la cual no ha variado, en el entendido que el poder para presentar una tutela debe ser especial, para un fin concreto y determinado, sin que pueda pretenderse, como acá se hace, que un tal documento otorgado para otro asunto o procedimiento sirva para solicitar el amparo constitucional. Así mismo dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela, la jurisprudencia señala lo siguiente:
 
“Es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional” 
. -énfasis de la Sala-
En esas condiciones, no estaba facultada la abogada ANA MARÍA RESTREPO VILLEGAS para proponer la acción a nombre de los acá accionantes, en tanto el poder arrimado lo fue para adelantar gestiones distintas a la tutela, ante FONVIVIENDA y el Ministerio de Vivienda, por lo cual no le queda alternativa diferente a la Corporación que revocar el fallo adoptado para declarar improcedente el amparo, por falta de legitimación en la causa por activa.

Y aunque pudiera pensarse que la Corporación debería emitir una decisión distinta, como podría ser la de decretar la nulidad de lo actuado para que se subsanara tal falencia, ello en el presente asunto no es factible, por cuanto el yerro se originó desde el instante mismo en que se interpuso la tutela, sin que por parte de la profesional del derecho, ni la operadora jurídica de primer nivel se haya verificado en el trámite constitucional el cumplimiento de tal exigencia legal; no obstante, estima igualmente la Colegiatura, que ante la situación presentada le queda la posibilidad a los accionantes ya sea a motu proprio o por intermedio de un profesional del derecho con poder especial para tal efecto, de interponer de nuevo acción constitucional.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), por la cual se concedieron los derechos reclamados por ANA LUCÍA OSPINA ARANGO, MARÍA AIDEE DE LOS RÍOS OSORIO, JORGE HERNÁN MESA USME, GLORIA LUCÍA RESTREPO y CLAUDIA PATRICIA URIBE y sus respectivos grupos familiares, y en su lugar se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo exigido por falta de legitimación en la causa por activa. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-379 del 12-04-2005 M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.


� Ver Sentencias T-724 de 2004  y T-623 de 2005. Reiteradas en el Fallo T-069 de 2015.


� “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” (Negrilla fuera del texto original).


� “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” (Negrilla fuera del texto original).


� Providencia T-069 de 2015.


� En cuanto a las exigencias para ser apoderado judicial, consultar la Sentencia T-531 de 2002. 


� Al respecto, ver Auto 030 de 1996.


� Véase entre otras las sentencias T-679/2007; T-194/2012 y T-417/2013.


� Sentencia T-531 de 2002, reiterada en T-430 de 2017.
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